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Buenas prácticas frente al cumplimiento de derechos de las personas con discapacidad
En respuestas a la solicitud de información de la Relatora Especial de Derechos de Personas con Discapacidad, la Defensoría del Pueblo en el marco de sus competencias, remite información sobre buenas prácticas sobre el cumplimiento de derechos de personas con discapacidad.
En el caso de necesitar más información, por favor tome contacto con la Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública, al correo dniipp@dpe.gob.ec.
1. Sírvanse proporcionar información sobre buenas prácticas existentes en la legislación, las políticas y/o las medidas institucionales adoptadas en su país a fin de garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, conforme al artículo 13 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.

La Constitución de la República del Ecuador (2008) reconoce en sus artículos 47, 48 y 49 los derechos de las personas con discapacidad, así como la equiparación de oportunidades y su integración. De igual forma, en el artículo 156 establece la creación de Consejos Nacionales de Igualdad de los grupos de atención prioritaria, quienes “ejercerán atribuciones en la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas relacionadas con las temáticas de género, étnicas, generacionales, interculturales y de discapacidades y movilidad humana, de acuerdo con la ley”.
Bajo este marco normativo el Consejo Nacional de Igualdad de Discapacidades (Conadis), en coordinación con otras instituciones del Estado tiene como misión trabajar por la ejecución de políticas necesarias para el ejercicio de derechos de este grupo poblacional.
En referencia al artículo 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006), que señala tres dimensiones en el derecho al acceso a la justicia legal, física y comunicacional, el Código Orgánico de la Función Judicial -COFJ- (2014) señala en su artículo 22 que las instituciones de justicia "establecerán las medidas para enfrentar barreras estructurales jurídicas, económicas, sociales, generacionales, de género, cultural, geográfica o de cualquier naturaleza que sea discriminatoria e impida la igualdad de acceso y de oportunidades de defensa en el proceso”. 
Además, la Función Judicial, el Conadis, Ministerio de Justicia, Defensoría del Pueblo, y Defensoría Pública participaron en el desarrollo de las rutas y protocolos para la protección de derechos para personas con discapacidad. En este marco, el Consejo de la Judicatura, en conjunto con el Conadis realizaron la publicación de la ruta de protección de derechos para personas con discapacidad (2018). Este documento tiene como objetivo principal el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, para que así conozcan y exijan todos sus derechos, y entre los ámbitos más importantes respecto a la vulneración, contempla el ámbito laboral, salud, educación, accesibilidad y movilidad, materia penal, violencia de género y protección familiar.
Un elemento adicional a considerar como buena práctica en la legislación ecuatoriana es la Ley Orgánica que Regula a las Compañías que Financien Servicios de Atención Integral de Salud Prepagada y a las de Seguros que oferten Cobertura de Seguros de Asistencia Médica (2016), que señala en su artículo 27 que “en ningún caso deben constar como exclusiones las condiciones médicas preexistentes determinadas y registradas de manera unilateral por las compañías” y que será de obligatoria cobertura de la aseguradora toda enfermedad preexistente  “debidamente declaradas, (y) recibirán obligatoriamente cobertura, por un monto anual de veinte (20) salarios básicos unificados del trabajador en general, dicha cobertura aplicará después de un período de carencia de veinticuatro (24) meses, contado a partir de la fecha de suscripción del respectivo contrato” (art. 34).  Esta normativa protege a personas con discapacidad que por cuenta propia adquieren seguro privado de salud, cuyos derechos estaban siendo vulnerados.
2. Sírvanse proporcionar información sobre buenas prácticas existentes en su país, incluyendo estrategias y guías para facilitar la participación directa o indirecta de las personas con discapacidad en los procedimientos judiciales y otros procedimientos:

En la protección de los derechos constitucionales de las personas con discapacidad, con deficiencia o condición discapacitante, la Ley Orgánica de Discapacidades -LOD- de 2012 establece un procedimiento administrativo, dentro del cual, en el artículo 103 se establece la legitimación activa para la o el afectado, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, cónyuge o pareja en unión de hecho, representante legal o las persona que tengan bajo su responsabilidad y/o cuidado a la/el afectado y cualquier persona o grupo de personas, comunidad, pueblo, nacionalidad o comuna por sí misma o a través de apoderado.
Por otro lado, en lo que respecta a la accesibilidad y acceso a la información; la Ley Orgánica de Discapacidad -LOD- (2012), en el artículo 4 señala como principio rector la accesibilidad a este grupo poblacional. Dicha norma "garantiza el acceso de las personas con discapacidad al entorno físico, al transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público".
Además, se han generado normas técnicas para la accesibilidad universal tanto para el medio físico, el otorgamiento de ayudas técnicas y el acceso a tecnologías de la información de las personas con discapacidad, disponibles en su página web
. Sobre la accesibilidad al medio físico, se han desarrollado estándares para dormitorios y habitaciones accesibles, mobiliario y diseño urbano; para ayudas técnicas implementos para facilitar el desplazamiento e implementos para facilitar el espacio educativo; y, en materia de acceso a tecnologías de la información normas para la adaptabilidad y accesibilidad para el aprendizaje y conocimiento.
De este modo, en la Agenda Nacional para la Igualdad de Discapacidades 2017-2021 -ANID- (2017) tiene como uno de sus ejes de trabajo, el acceso a la información, desarrollo tecnológico e innovación y “reconoce el derecho al acceso a las tecnologías de la información y comunicación para las personas con discapacidad y sus familias, mediante la eliminación de barreras e implementación de ajustes razonables cuando sean estos requeridos”.
En términos generales, el acceso de las personas a diferentes entornos, la infraestructura incluyente o el acceso a tecnología de la información y comunicación es una meta que el Estado debe tomar en cuenta para alcanzar los estándares internacionales. Por lo que sigue siendo un reto para la política pública ecuatoriana la asignación de recursos, así como la generación de programas y proyectos que promuevan y protejan los derechos de las personas con discapacidad.
3. Sírvanse proporcionar información sobre buenas prácticas existentes en la jurisprudencia de su país en relación con el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad.
El acceso a la justicia es un derecho de todas las personas y también un principio básico del Estado de Derecho, además que constituye un instrumento esencial para el ejercicio de los derechos humanos.
De igual forma, el derecho de acceso a la justicia constituye una concreción inmediata del derecho a la tutela judicial efectiva que proclama y garantiza el artículo 75 de la Constitución de la República del Ecuador. El acceso a la justicia incluye un acceso a los tribunales en igualdad de condiciones y la igualdad ante estos. 
Finalmente, La Ley Orgánica de Discapacidades, en su artículo 112 sanciona al personal del servicio público que niegue la tutela judicial efectiva a las personas con discapacidad;  
Art. 112.- Sanciones por denegación de justicia. - Cuando la autoridad administrativa competente se niegue indebidamente a dar trámite a un reclamo administrativo presentado de conformidad con las reglas de este título, se sancionará a las y los responsables, con multa de una (1) a tres (3) remuneraciones básicas unificadas del trabajador privado en general.

Es importante señalar que la Defensoría del Pueblo, en el marco de sus competencias presentó una solicitud de la acción extraordinaria de protección ante la Corte Constitucional N.° 0041-2014 para proteger el derecho a la seguridad jurídica, a la igualdad y no discriminación y al trabajo de una persona con discapacidad del 50 %, quien fuera despedida de la Agencia Nacional de Tránsito (ANT). Así, resolvió admitir el recurso de apelación interpuesto y revocar la sentencia dictada por el juez de primera instancia, dentro de una acción de protección presentada por la terminación de la relación laboral.
A través de la sentencia N.° 004-18-SEP-CC de 2018 se deja sin efecto las anteriores sentencias, además de restituir a la persona afectada a su puesto de trabajo, hasta que la institución realice (en el menor tiempo posible) un concurso de méritos y oposición en que pueda participar la afectada. 
Finalmente, menciona en la sentencia que es necesario generar las acciones pertinentes para difundir esta sentencia en el sistema judicial para establecer la garantía de no repetición de los derechos afectados.
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